LA EXPROPIACIÓN 

INTRODUCCIÓN

PRELIMINAR

Siendo la expropiación un Instituto dc derecho administrativo, le dedicamos un título especial, debido a su importancia económica, política y social. Al tratar del derecho de propiedad, el artículo 928 del código civil de 1984, dice que la expropiación se rige por la ley de la materia y al tratar de las formas de extinción del derecho de propiedad, el inciso 3° del artículo 968 del código civil señala expresamente a la expropiación. La expropiación es pues instituto de derecho administrativo, que tiene efecto importante en el campo de los derechos reales.

Ese efecto es extinguir el derecho de propiedad particular.

1. DEFINICIÓN Y NATURALEZA JURÍDICA

Desde que el artículo 17 de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano del año 1789, declarase a la sociedad derecho sagrado e inviolable y estableciese que nadie puede ser privado de ella sino en el caso de necesidad pública, previo pago de indemnización justipreciada, todas las Constituciones han incluido esta misma declaración y han instituido la expropiación, por la cual el Estado toma la propiedad privada por razones de necesidad pública, pagando previamente la indemnización expropiatoria. Maurice Hauriou la considera un trámite iniciado por la administración para la adquisición forzada de la propiedad privada. Se trata de una medida basada en la soberanía del Estado. Sólo el Estado puede privar de su derecho de propiedad a la persona, cuando razones de superior necesidad lo justifican, previo pago de la indemnización pertinente. La expropiación es necesariamente institución de derecho público y no corresponde al derecho privado. De ahí que no sea correcto el considerar la expropiación como una venta forzada. La expropiación no es una venta, ni la indemnización es el precio. La expropiación nace de la soberanía del Estado, es ir1stituto de derecho administrativo que tiene una basta significación política, social y económica. En la expropiación no existe acto Jurídico. Es el ejercicio de la potestad Estatal, autorizada por la Constitución del Estado, de tomar la propiedad privada, cuando las necesidades públicas lo reclamer1. Tampoco la indemnización constituirá 01 precio, porque además de ser el valor de la cosa expropiada, constituye el pago de los perjuicios ocasionados por la expropiación. De ahí, que con razón sostiene Cabanellas que no se puede hablar solamente de expropiación y que es preciso hablar de expropiación forzosa, a la que consider1l como "el apoderamiento de la propiedad ajena que el Estado u otra corporación o entidad pública llevada a cabo por motivos de utilidad general y abandono justa y previa indemnización". Es importante que al analizar la naturaleza jurídica de este instituto estimemos que la expropiación, no es ni el cambio de propietario de derecho privado a derecho público, ni tampoco -como lo sostiene Bartolomé Fiorini, (1968,t.II.872)- "un despojo de la privatividad". La expropiación saca del campo privado la propiedad del individuo y la introduce en el campo del derecho público, paro no cambia al propietario particular por el Estado. Si son razor1es de: interés Público y necesidad social las que justifican que sea tomada la propiedad privada, será pues la colectividad, es decir la sociedad la que tenga el derecho d(~ usar los bienes. Los bienes adquiridos por la expropiación, no constituyen objeto de derecho de propiedad del Estado, porque no le conceden facultades dispositivas. El Estado no podrá disponer el bien adquirido, sino destinarlo al objeto de necesidad y utilidad pública para el que fue adquirido. ¿Es realmente la expropiación un despojo legal, corno sostiene Fiorini? El despojo es necesariamente acto arbitrario, no puede ser legal en ningún caso. Si la ley faculta al Estado para tornar la propiedad privada, por causas de necesidad y utilidad públicas, caso en el cual se exceptúa la inviolabilidad de la propiedad; será el ejercicio de un derecho para el beneficio social. Se expresa en la expropiación la superioridad del interés social, frente al interés particular. Si la ley otorga al Estado la potestad expropiatoria es porque le nace el derecho a la expropiación, pero no para satisfacer intereses particulares, de grupo o partido, sino para atender necesidades sociales. Es por esto que la expropiación tiel1e gran importancia política. Con ella, la sensibilidad de loS gobiernos puede resolver multitud de problemas sociales y satisfactor importantes necesidades colectivas, desde el mero ornato, hasta la reforma agraria, la municipalización o la nacionalización.

Asimismo debe entenderse que la indemnización expropiatoria no constituye el precio del bien. La indemnización expropiatoria representa el valor del bien expropiado y la reparación de los perjuicios ocasionados al propietario con motivo de la transferencia forzada de su derecho de propiedad.

2. REQUISITOS DE LA EXPROPIACIÓN.

Son requisitos fundamentales de la expropiación forzosa, que una ley la declare, que existan razones de necesidad y utilidad públicas y que previamente se pague la indemnización expropiatoria.

3. OBJETO DE LA EXPROPIACIÓN

Puede ser objeto de expropiación toda cosa corporal o incorporal susceptibles de derecho de propiedad. Este concepto amplio, do por la doctrina predominante, se ajusta a lo dispuesto en el artículo 32º de la Constitución 

Conforme a ese criterio en nuestro derecho se admite la expropiación de bienes inmuebles y bienes muebles, incluso los de carácter incorporal, como los derechos de autor o las concesiones de servicios públicos y también ciertas universalidades, como los establecimientos, comerciales o industriales.

No es indispensable expropiar el bien en su integridad, la expropiación puede ser parcial. Esto es frecuente tratándose de bienes inmuebles. Pero en ese caso, si el resto del bien queda muy afectado, el propietario puede exigir la expropiación total.

4.  LA CALIFICACIÓN DEL FIN 


La expropiación es la más grave afectación del derecho de propiedad, pues implica la privación de ese derecho respecto a bienes determinados. La prevalencia del interés público justifica el instituto, pero la trascendencia que tiene la privación del derecho de propiedad, lleva a limitar la expropiación, permitiéndola únicamente cuando el interés público involucrado tiene cierta importancia. De ahí que el fin para cuyo cumplimiento se requieren los bienes a expropiarse, sea un elemento esencial de la expropiación.

En nuestro derecho la expropiación solo procede en los casos de necesidad o utilidad públicas, la administración no puede recurrir a la expropiación cuando le parece oportuno, solo podrá hacerlo cuando el fin perseguido es de tal importancia que configura un caso de necesidad o utilidad pública, declarado así por ley.

La necesidad o utilidad pública se refiere al fin perseguido, una ejecución de una obra pública, funcionamiento de un servicio público, planes de urbanización, colonización, etc.

Extensión del Fin.- El derecho actual en todos los países se orienta en el sentido de admitir con amplitud la posibilidad de la expropiación, con el objeto de facilitar el cumplimiento de los cometidos estatales, cada vez más numerosos y diversos.

Es indudable que al sustituirse el concepto de necesidad pública por el de utilidad pública, se amplió considerablemente el campo de aplicación de la expropiación. La noción de utilidad pública, la noción de utilidad pública no es susceptible de definición y tiene un acentuado carácter evolutivo; por ambas razones su alcance varía según las épocas y según los países, permite una interpretación flexible adecuada a los nuevos requerimientos sociales, culturales, etc.

5. FORMAS DE CALIFICACIÓN 

La determinación o calificación de si el fin perseguido configura un caso de necesidad o utilidad pública, requiere ciertas formalidades.

En algunos países la necesidad o utilidad pública debe ser declarada por ley. En otros, la declaración se efectúa por acto administrativo, siguiendo las normas y el procedimiento establecido por la ley; en esos últimos, a veces la ley califica la necesidad o utilidad pública. Cuando se requiere ley, ésta puede calificar la necesidad o utilidad pública genéricamente para determinadas categorías de obras o actividades o en cada caso concreto; cuando la calificación se efectúa en vía administrativa, generalmente se refiere a casos determinados.

6. EFECTOS DE LA CALIFICACIÓN 


Cuando el legislador declara la necesidad o utilidad pública, ejerce una competencia discrecional, por lo tanto no puede ser impugnada por los expropiados ni revisada por la autoridad judicial.


Esa discrecionalidad legislativa se refiere a la apreciación de si está configurada la necesidad o utilidad pública. Por tanto, si la ley adoleciera de defectos formales, podría ser impugnada mediante la acción de inconstitucionalidad. Igualmente cabría la posibilidad de impugnar la ley por inconstitucional, si fuese evidente la inexistencia de la necesidad o utilidad pública invocada y que se persigue una finalidad espúrea, pues aquella constituye un presupuesto necesario de la expropiación.


La declaración genérica de necesidad o utilidad pública, no obliga a ejecutar ninguna expropiación, porque ni siquiera están determinados los bienes a expropiarse. La misma solución corresponde cuando la ley individualiza los bienes afectados por la declaración de necesidad o utilidad pública, sin perjuicio de la responsabilidad que pueda surgir en caso de demora de la administración en ejecutar la ley.

7. LA ENTIDAD EXPROPIANTE 


Puesto que el fundamento de la expropiación es la necesidad o utilidad pública, el titular de la potestad expropiatoria tiene que ser una entidad estatal, pero la determinación de ésta requiere de ciertas puntualizaciones por la variedad de soluciones que muestra el derecho comparado.


A ese respecto es necesario distinguir tres cosas distintas: La autoridad pública que declara la necesidad o utilidad pública; La autoridad administrativa que lleva adelante el procedimiento expropiatorio; La persona a la cual se destina el bien a expropiar.


La entidad expropiante puede realizar la expropiación para otras personas, no para sí, esto ha dado lugar a que se distinga al expropiante 
y el beneficiario de la expropiación. Así, en los países en que solamente el estado es el titular de la potestad expropiatoria, las otras entidades públicas tienen que solicitarle la expropiación de los bienes que necesitan, en ese caso el estado es el expropiante y dichas entidades públicas son los beneficiarios.

8.  LA EXPROPIACIÓN FORZOSA ES ACTO LEGAL

 El artículo 70 de la Constitución dice:

“El derecho de propiedad es inviolable. El Estado lo garantiza. Se ejerce en armonía con el bien común y dentro de los límites de la ley. A nadie puede privarse de su propiedad sino, exclusivamente, por causa de seguridad nacional o necesidad pública, declarada por ley, y previo pago de un justiprecio. Hay acción ante el Poder Judicial para contestar el valor de la propiedad que es estado haya señalado en le procedimiento expropiatorio.” 

 Además, la  Ley de Expropiación, hace pensar que previa a la orden de expropiación debe existir una declaración de utilidad y necesidad públicas:

Artículo 2º.

“La expropiación consiste en la transferencia forzosa del derecho de propiedad privada, autorizada únicamente por ley expresa del Congreso en favor del Estado, a iniciativa del Poder Ejecutivo, Regiones o Gobiernos Locales y previo pago en efectivo de la indemnización justipreciada que incluya compensación por el eventual perjuicio.”

El Congreso es el que dispone el que la expropiación a favor del Estado, después de haber establecido las razones de necesidad y utilidad públicas, que la justifiquen. Esto es que la ley no sólo se limitará a declarar la expropiación, sino que la ordenará, después de haberse basado en los fundamentos de orden social que inspiren las causas de utilidad y necesidad públicas.

 El que la expropiación sea un acto legal, significa que no podrá nacer por mandato del Ejecutivo. Pero en caso de los gobiernos de facto, durante uno de ellos, los decretos leyes tendrán valor para la expropiación cuando en ella se encuentren las razones de necesidad y utilidad pública que son las razones justificativas de la expropiación, y esta se realizará por mucho de que no provenga de una ley del Congreso. Pero si la fuerza ha de ser usada para el abuso y sin  razón alguna se priva al propietario de su derecho a la propiedad, entonces, la Acción de Amparo se ejercerá contra los actos abusivos de la administración. 

La inviolabilidad de la propiedad sólo cede ante la necesidad social. Es decir que sólo podrá declararse la expropiación, cuando razones de interés público y necesidad social lo exijan y cuando esas razones han sido debatidas y esclarecidas en el Congreso. Conceder al Ejecutivo facultades para privar de la propiedad, es otorgar un peligroso poder, que puede utilizarse en favor de determinados intereses y no en interés de la sociedad. Es que el Congreso, es la expresión del poder popular, sólo el pueblo a través de sus representantes podrá pues privar la inviolabilidad del derecho de propiedad.

9. LA DECLARACIÓN DE NECESIDAD Y UTILIDAD PÚBLICA
Otro de los requisitos impor1antes de la expropiación forzosa es la declaración previa de necesidad y utilidad públicas. 

La necesidad pública hay que entenderla como la falta de aquella cosa sin la cual no podrá atenderse las necesidades sociales.  La utilidad pública, será lo que va causar provecho a la colectividad.

·
Según nuestra Constitución, deben concurrir la seguridad y la necesidad públicas, declaradas conforme a ley. 

·
 Según la Ley General de Expropiación N° 27117 igualmente deben concurrir la declaración previa de las causales de necesidad y utilidad públicas.

Es decir que en el criterio general, la inviolabilidad del derecho de propiedad solo se admite, cuando el interés social lo demande.

La necesidad y utilidad públicas, han de ser previamente declaradas, antes de la expropiación, y solamente por ley de la República. Es el Congreso, el que declare las razones de necesidad y utilidad públicas y sobre la base de ellas dispondrá la expropiación. 

Las causas de necesidad y utilidad públicas, deberán ser necesariamente anteriores a la expropiación. Esto es que no se admitirá que esas causas sean posteriores y adecuadas a la expropiación. La naturaleza previa de esa declaración, constituye la garantía del derecho de propiedad, contra el abuso de la autoridad. 

10. PAGO PREVIO DE LA INDEMNIZACIÓN JUSTIPRECIADA

El tercer requisito de la expropiación forzosa es el pago previo de la indemnización justipreciada. Este pago tiene además algunas condiciones: 

·
Debe ser previo a la expropiación, es decir a la toma de posesión del bien expropiado y según nuestra Constitución debe ser en dinero. También el artículo 15.2 de la Ley General de Expropiación dispone que la indemnización justipreciada se pague en dinero y en moneda nacional. 

·
La indemnización justipreciada debe ser previa  a la toma de posesión, a la privación de la propiedad. Sin embargo, el artículo 24 de la Ley General de Expropiación, admite la posesión provisoria, es decir anterior a la sentencia del juicio de expropiación cuando se trate para prevenir o corregir los efectos de fenómenos o catástrofes naturales, por razones de seguridad o en los casos de proyectos de gran envergadura a que se refiere esta ley .

Para comprender que el Estado no está en condiciones de poder pagar previamente la indemnización justipreciada, es preciso tener en consideración que el proceso judicial se inicia con la demanda a la que hay que acompañar la Resolución Suprema que dispone la ejecución de la expropiación y la tasación estatal.

Consiguientemente antes de iniciar la acción judicial debía estar justipreciada la propiedad a expropiar. Sólo así se explicaría que, la tasación estatal se ponga en conocimiento del sujeto pasivo de la expropiación, quien puede exponer su conformidad con ella. Pero no es así, puesto que la propia naturaleza de la indemnización, que como hemos dicho, no es el precio del bien expropiado; determina que el sujeto pasivo de la expropiación deba probar el perjuicio que la privación de la propiedad le ocasiona dentro del proceso judicial de expropiación. Entonces solamente la sentencia podrá determinar el monto de la indemnización justipreciada La indemnización justipreciada se determina: 

· Por la tasación estatal que se acompaña a la Resolución Suprema ejecutora de la expropiación, si el expropiado se allana con ella. 

· Por la pericia dirimente ordenada por el Juez, si las tasaciones del Estado y del propietario fueren discrepantes. 

· Por la que se señale al finalizar el juicio de contradicción a que tiene derecho el expropiado. 

La indemnización justipreciada comprende el valor objetivo del bien expropiado y la reparación de los perjuicios sufridos con la pérdida de la propiedad. El valor objetivo es determinado según el Reglamento de Tasaciones del Perú, y los perjuicios deben ser probados por el propietario expropiado dentro del procedimiento de expropiación o en el procedimiento de contradicción Sólo el expropiado podrá contradecir el monto de la indemnización fijado en la sentencia. La ley establece el derecho que también tiene el Estado o el sujeto activo para contradecir el monto de la expropiación, si es que hubiese pagado de más. 

La indemnización justipreciada debe ser previamente pagada y en dinero. Lo dispone la Constitución en su artículo 70. Tiene además, otros caracteres la indemnización: 

· 
No puede ser inferior al valor objetivo señalado en la tasación estatal, pero puede ser superior, sin que exista norma alguna que lo prohíba. 

· 
Los daños y perjuicios que comprenderá también la indemnización, serán los que el expropiado haya probado. 

Si la indemnización justipreciada debe entenderse siempre como el pago del valor del bien expropiado y de los perjuicios materiales o morales que se causen con la privación de la propiedad, deben ser pagados de todos modos el daño moral. 

El Estado no puede esperar a la prueba del expropiado para pagar. No por no poder probarlo, el daño no se ha producido. La indemnización justipreciada debe ser pagada previamente y en dinero. Es decir que antes de tomar la propiedad del expropiado, debe habérsele pagado en dinero el monto de la indemnización justipreciada.

 
Esto no puede ocurrir cuando el expropiado se allana a la tasación estatal que no contiene evaluación de los perjuicios o cuando contradice la sentencia de expropiación en cuanto al monto de la indemnización y está pendiente de solución esa contradicción, mientras la sentencia del juicio de contradicción se ejecuta y el expropiado es notificado para otorgar la escritura de traslación de dominio y extendida esa escritura directamente o en rebeldía, el Estado entra en posesión del bien expropiado. Existen entonces casos en los que el mandato constitucional, no se cumple. 

Pero tampoco se cumple cuando se trata de expropiación por causa de guerra, de calamidad pública, por razón de reforma agraria, remodelación de centros poblados o para aprovechar fuentes de energía casos en los cuales puede hacerse el pago de la indemnización justipreciada, en bonos. 

11. EL PROCEDIMIENTO DE EXPROPIACIÓN
 
El procedimiento de expropiación es de doble naturaleza: administrativa y judicial.

 El procedimiento administrativo, se inicia con la Resolución Suprema que ejecuta la ley expropiatoria o la Resolución Suprema expedida por el Ejecutivo que dispone la expropiación. Integran este procedimiento la tasación estatal, que como hemos dicho sólo evalúa el valor objetivo del bien y el certificado registral del Registro de la Propiedad Inmueble 

El proceso judicial se inicia con la demanda que interpone el Estado, con los requisitos exigidos por el artículo 520 del código procesal civil. Esta demanda, con todos los recaudos del expediente administrativo, es puesta en conocimiento del expropiado, quien puede expresar o su allanamiento con la tasación estatal, o su oposición a esa tasación y la designación de peritos de parte. En la contestación a la demanda, si es que discrepase de la tasación estatal y designase peritos de parte, deberá constar por escrito la aceptación de los peritos. Los peritos designados por la parte no pueden ser menos de dos. 

La declaración de rebeldía del demandado solamente hace presumir su conformidad con la tasación del Estado. 

Si la pericia de parte fuese discrepante de la tasación estatal, el juez designará dos o más peritos dirimentes, quienes tendrán un plazo máximo de 20 días, contados a partir de la fecha de su designación para presentar su informe pericial, que será puesto en conocimiento de las partes. 

La prueba sustancial de este procedimiento, que es la pericia se someterá también a las normas del código procesal civil. No se prevé que los peritos dirimentes, puedan evacuar dictámenes separados y diferentes, que a su vez exijan una nueva pericia dirimente. Tampoco dice si en vista del dictamen de los peritos dirimentes las partes pueden o no formular observaciones. 

La pericia dirimente es puesta en conocimiento de la parte, no es sólo para su conocimiento, sino también para observarla.

Hay que tener en consideración que la tasación pericial es la prueba más importante del procedimiento de expropiación. Consiguientemente debe ser prueba que conceda, sobre todo al expropiado, la utilización de los recursos de defensa, y las garantías procesales pertinentes. Consiguientemente no puede ser una prueba diminuta, impuesta a restringida. 

12. LA CADUCIDAD  DEL PROCEDIMIENTO DE EXPROPIACIÓN

Del mismo modo, la caducidad del procedimiento de expropiación, significa el retorno  del derecho de la propiedad al titular expropiado. La caducidad opera en dos  casos.

a)
Cuando no se ha iniciado el procedimiento  expropiatorio dentro del plazo  de seis meses  contados a partir de la vigencia  de la Resolución  Suprema que lo ordena o que lo ejecuta.

b)
Cuando el procedimiento de expropiación no ha sido terminado dentro del plazo de dos años desde la vigencia de la Resolución Suprema que ordena  o ejecutada la expropiación.

Si expedida la Resolución Suprema, que ejecuta la ley  y ordena  la expropiación, transcurren seis meses sin haberse iniciado el procedimiento  de expropiación, es decir sin haberse interpuesto la demanda expropiatoria, caduca el  derecho del Estado a la expropiación. Quiere decir que si después de ese plazo, se pretendiese tramitar la expropiación el titular del derecho  de propiedad amenazado podría, la contestar la demanda, invocar la caducidad y pedirla. No podrá invocar excepción de ninguna naturaleza porque no se ubica  en ninguna  de las legisladas; pero indudablemente que el derecho del Estado  para tramitar el procedimiento de expropiación ha fenecido. Ese derecho es una derivación, una extensión de la soberanía estatal que autoriza la expropiación. Si el Estado  no ejercita su derecho a la tramitación de la causa, lo pierde  y no podrá disponer la expropiación del mismo bien sino después  de cuatro años de producida la caducidad.

En este caso, el titular todavía  no ha perdido su derecho  de propiedad y la caducidad entonces, está dentro de la esfera de su derecho a la defensa del derecho de propiedad.

¿Necesitas el estado esperar seis meses para iniciar el procedimiento de expropiación? Consideramos que el Estado no necesita  esperar tanto tiempo para iniciar la expropiación. Se supones que al debatir las causales de necesidad y utilidad públicas o de interés social, el Estado no destinado ya fondos  para la adquisición del bien   expropiado; por eso no se justifica  que deba esperar todavía seis meses para que opere la caducidad. No se puede perder de vista que constituye garantía del derecho  de propiedad, la prohibición de limitar la enajenación, según el artículo 882 del código civil y la expropiación ordenada por ley o por Resolución Suprema constituye una prohibición de enajenar por ley  o por Resolución Suprema, constituye una prohibición de enajenar  que no se puede mantener por el lapso de seis meses, sin grave perjuicio a la propiedad privada.

El propietario contra el cual se ha dispuesto la expropiación, aunque no se haya iniciado el procedimiento  judicial, ve amenazado su derecho de propiedad y no podrá  disponer de él, mientras subsista la amenaza de la expropiación algo más la expropiación  habrá desvalorizado su propiedad  y mientras la amenaza no desaparezca, seguirá sufriendo perjuicio. Entonces no tiene justificación alguna que el Estado espere seis meses para inicial el procedimiento de expropiación.

El segundo caso de caducidad del procedimiento de expropiación, se presenta, cuando han transcurrido dos años y el procedimiento no ha sido concluido. No dice la ley desde qué momento y hasta qué momento debe computarse plazo. Entendemos que los dos años habrán empezado desde el día en que se notificó la demanda de expropiación al expropiado, y transcurrirán hasta el momento en que se otorgue la posesión al beneficiario de la expropiación. Consiguientemente un procedimiento en el que se haya otorgado la escritura de traslación de dominio, pero no es haya otorgado la posesión del bien expropiado, no será concluido. Lo que indudablemente no deja de ser absurdo, ya que se ha producido la traslación de dominio y el propietario que puede o no haber recibido la indemnización justipreciada, ha dejado de tener derecho de propiedad sobre el bien expropiado. La ley ha producido un vacío que puede ser conflictivo, puesto que no se sabrá en qué momento ha fenecido el derecho del expropiado; con cuanta mayor razón, si aún después de otorgada la posesión, tienen derecho a la reversión, si que no se ha dado l bien el destino social para el cual se expropió. La ley debía establecer con claridad que los dos años de trámite del procedimiento de expropiación deben transcurrir dentro de la fecha de la notificación con la demanda al expropiado y la fecha de otorgamiento de la escritura de traslación de dominio.

La ley concede al Estado un plazo sumamente largo, en perjuicio del expropiado. No existe razón alguna justificativa para demorar dos años un procedimiento que esta calculado para durar  solo 75 días. El procedimiento de expropiación  debe  ser necesariamente un procedimiento breve por la amenaza que constituye a la propiedad y por la limitación que significa  para libre disposición del bien. Entonces no existe  razón  alguna justificativa para que deba durar más de cien días. Los dos  señalados por la ley son el resultado de largo procesalismo  que sufre  el país en el que entregan tiempo, fortuna y sosiego en el que deformado  el procedimiento en instrumento de dilación conspira contra el propio desarrollo social, en el que debía  invertirse en tiempo, el patrimonio  y la tranquilidad de las personas.

13. EL ABANDONO DEL PROCEDIMIENTO DE EXPROPIACIÓN

De acuerdo con el artículo 55 de Ley General  de Expropiación, el abandono del procedimiento de expropiación  se produce cuando ha transcurrido  el plazo  de diez días, desde quedó consentida  la sentencia de expropiación y al expropiante no consignó el justiprecio. En este caso también  el titular  no ha sido privado el justiciero. En este caso también el titular no ha sido privado  de su derecho  de propiedad.  Para que el juez ordene quedó consentida  la sentencia  de expropiación  y el expropiante consigne  el justiprecio. No habiendo sido consignado todavía  no hay privación  de la propiedad. Por mucho que se haya terminado  el procedimiento administrativo y el judicial, mientras no se haya consignado el justiprecio, el derecho del titular se mantendrá vigente y el ejercicio de ese derecho podrá pedir no sólo la caducidad de procedimiento judicial, sino inclusive la ineficacia de la Resolución Suprema expropiatoria.

El abandono del procedimiento  de expropiación, conlleva la pérdida  del derecho a la expropiación durante  cuatro años. Durante este lapso el Estado no podrá volver a disponer la expropiación del mismo bien.

¿Qué fundamento científico tiene esta reducción del derecho estatal a la expropiación? ¿Puede el caso una ley restringir un derecho constitucional del Estado que no se encuentra limitado?. La expropiación hemos dicho es resultado  de la soberanía  estatal, que en ningún momento ha desaparecido por el hecho de carecer el Estado de dinero para la consignación. El Estado puede carecer de dinero pero conserva su soberanía. Consiguientemente no debiera perder en ningún momento su derecho a la expropiación. El abandono es en este caso institución del derecho procesal.

Dispone  el artículo 351 del código de procesal civil que la declaración de abandono de primera instancia anula el procedimiento, pero no extingue la acción, la cual puede ejercitarse en un nuevo juicio. ¿Por qué en el campo del derecho privado, opera un abandono que no extingue la acción, mientras en el campo del derecho público, se priva al Estado de poder renovar el procedimiento de expropiación? La ley ha pretendido tutelar la propiedad privada, impidiendo que el Estado vuelva a disponer la expropiación durante cuatro años.

Sin embargo no lo ha conseguido, pues un inmueble expropiado sobre el cual h7a sobrevenido el abandono del procedimiento, seguirá sufriendo la amenaza de la expropiación. Se ha pretendido tutelar la propiedad privada, sin conseguirlo y se ha privado al Estado de un derecho inherente  a su soberanía, en contra de la Constitución y los principios del derecho administrativo.

En los casos de reversión, caducidad y abandono, el expropiado volverá en el primer caso a su derecho de propiedad a través de la caducidad y el abandono del procedimiento de expropiación. Es decir que seguirá conservando el derecho de propiedad. Sólo será forma de extinguirlo, cuando la expropiación haya quedado concluida no sólo  por el pago del justiprecio, sino por la realización del destino para el cual se expropió el bien.

14.  LA EXPROPIACIÓN PRIVADA

Cuando no concurren razones de interés público y sin embargo se produce la enajenación se da la expropiación privada. Caracteriza a este tipo de enajenación, tratarse de una enajenación compulsiva contra la voluntad del propietario. Si se tratase de una enajenación aceptada, se operaría una simple transferencia del dominio. Pero en el caso de la expropiación privada, existe una privación de la propiedad privada, a favor de una persona o sujeto de derecho privado, en contra de la voluntad del dueño.

Dos son las formas mas manifiestas de esta clase de enajenación en el derecho nacional: la que se opera en el campo de la medianería y la expropiación minera.

15. EN EL CAMPO DE LA MEDIANERÍA

El artículo 995 del código civil de 1984 dispone que si la pared que separa dos predios se ha levantado en el suelo de uno de ellos, el vecino podía obtener la medianería pagando la mitad del valor de la obra y del suelo ocupado, con derecho a pedir la supresión de todo aquello que sea incompatible con el derecho que le da la medianería. 

De esa norma resulta para el colindante el derecho de adquirir la propiedad vecina en proporción del 50% del suelo y de la  obra, entonces se trata de una enajenación compulsiva, que contraría la inviolabilidad de la propiedad. En mérito de ese derecho el colindante, podrá obtener inclusive judicialmente la transferencia de la mitad del suelo ocupado y de la pared construida para separar los predios. La pared que tenía el carácter de propia y por tanto no era medianería, se convertirá en propiedad de ambos colindantes. Se produce una enajenación compulsiva que priva al titular de su derecho exclusivo sobre la pared.

La ley para algunos autores es considerada injusta, es poco convincente: “Impedir que se efectúen gastos innecesarios”. “Si el vecino desea apoyar su construcción, y no se le otorga este derecho tendrá  que construir otra pared yuxtapuesta”. Esta es la justificación para privar a la propiedad de su inviolabilidad. 

Estimamos que esta enajenación compulsiva, que es una expropiación privada por razones de interés privado, no se justifica en nuestro código, porque la propia institución de la medianería ha decaído y todos construyen paredes paralelas que les den independencia. Es posible que la medianería se conserve.

16. LA EXPROPIACIÓN  MINERA

La declaración generalizada que hacen las leyes de minería es que la industria minera es de utilidad pública,, se ha legislado sobre la expropiación minera, considerándola forma especial de la expropiación. La propia Ley General de Expropiación Decreto Legislativo 313 decía en su artículo 66 dice, que sus normas no regirán la expropiación minera, en cuyo caso se aplicará solamente en forma supletoria. El artículo 1º del código de minería de 1950, decía que todo lo relativo a la “explotación por los concesionarios”, es de utilidad pública, y en merito de esa declaración concedió derecho a la expropiación de los terrenos que sean indispensables para la racional utilización de la concesión en el mismo sentido la Ley General de Minería Decreto –Ley Nº 18880, estableció en el numeral V del Título Preliminar que la industria minera es de utilidad pública, y en su mérito se concedió al concesionario en general, de beneficio, el derecho de “solicitar la expropiación previa indemnización justipreciada de los terrenos superficiales cultivados o cercados, si el área fuera necesaria a juicio de la autoridad minera, para la racional utilización de la concesión, debiendo acreditar el concesionario su capacidad económica, así como la mayor importancia de la industria minera sobre la actividad afectada.

Dentro de la misma línea, la actual y vigente Ley General de Minería Decreto Supremo 

Nº 014-92-EM, del 2 de junio de 1992, establece en el numeral VI de su Título Preliminar que la industria minera es de utilidad pública, en el inciso 7º del artículo 37, el derecho del titular de concesiones mineras, de solicitar la expropiación, previa indemnización justipreciada de los inmuebles destinados a otro fin económico, si el área fuera necesaria a juicio de la autoridad minera para la racional utilización de la concesión y se acreditase la mayor importancia de la industria minera sobre la actividad afectada en el artículo130 dice que el procedimiento de expropiación que se iniciará con la solicitud del interesado y continuará con el comparendo, designación de perito e inspección ocular y resolución. 

Sólo la valoración podrá ser contradicha en la vía judicial, entonces decimos que los intereses de los mineros, resultan específicamente protegidos por la ley.

Estas leyes de minería están destinadas a ordenar las relaciones económicas y sociales que se establecen con ocasión de la utilización de la riqueza minera. 

Esas leyes gobiernan ahora relaciones mixtas, tanto particulares, como estatales, pues bien, las normas no están destinadas a servir el interés del minero de derecho privado, sea éste, concesionario o mero denunciante. Entonces la expropiación tiene por objeto beneficiar a la actividad minera ejercitada por el titular de derechos mineros, quien con un simple petitorio podrá privar de su derecho de propiedad a otro titular, sea cual sea la naturaleza del bien expropiado. Tendrá que probar dos hechos: que el área del predio expropiado será útil para la racional explotación de las sustancias minerales y que la industria minera tiene mayor importancia económica que la actividad afectada.

En el año 1971 se evaluó que el 83% de la minería estaba en manos extranjeras, este panorama no ha cambiado, pues sigue predominantemente en manos extranjeras, sin que los capitales nacionales, ni la presencia del estado en la  minería hayan significado una reversión de las relaciones imperialistas de producción. Entonces la racional utilización de la industria minera, y su declaración de utilidad pública, no es sino la declaración tutelar de los intereses extranjeros, sin que el país obtenga mayor benéfico por la utilización de sus riquezas. El monto que de lo producido queda en forma de salarios, es realmente insignificante en comparación con las utilidades exportadas por los capitalistas extranjeros. Resulta entonces que la llamada utilidad pública de la industria minera, no es sino la utilidad privada de los explotadores nacionales o extranjeros la racional utilización de la concesión, justificativa de la privación del derecho de propiedad ajena, no es sino el interés privado del titular del derecho minero y su adecuación para obtener mayores utilidades.

La denominada utilidad pública de la industria minera, no es sino la utilidad  privada de la utilización de la riqueza minera, que no justifica en modo alguno la violación del derecho de propiedad.

16. COMPARACIÓN  ENTRE  NACIONALIZACIÓN Y EXPROPIACIÓN

La expropiación como es concebida por el derecho positivo, se propone una tarea muy restringida, a saber la limitación o la desposesión, por necesidades sociales, de una propiedad de una propiedad privada que consiste generalmente en bienes territoriales. 

La expropiación por causa de utilidad pública, tiene como finalidad:

1)
Sustraer los medios de producción a la iniciativa privada y transferir la propiedad de ésta a la colectividad.

 2) Asegurar su utilización no en el interés privado, sino en el interés público. 

Una de las características esenciales de la nacionalización está constituida por su objeto. En el caso de la expropiación, se trata normalmente de derechos de propiedad sobre inmuebles y solamente de una manera excepcional de derechos sobre muebles o sobre elementos no corporales, la nacionalización se realiza por regla general.

Otra de las características de la, nacionalización es que deriva de su carácter general e impersonal, porque descansa en una idea general, utilizar los factores de producción en un interés público y no en el interés privado. 

La nacionalización es una institución jurídica de derecho material espirado en una idea más elevada a saber la de que  una actividad o un valor determinado sólo pueden pertenecer a la colectividad y deben ser utilizados por este último en el interés público. 

ANÁLISIS  DE LA  LEY GENERAL DE EXPROPIACIONES

La Ley General de Expropiaciones se encuentra reglamentada por la Ley Nº27117 que fue publicada el 20 de mayo de 1999. la presente ley va a regir en materia de expropiación, al artículo 70 de nuestra Carta Magna, al artículo 928 del Código Civil y los Artículo 519 a 532 del Código Procesal Civil. Para definir lo que es expropiación diremos que esta consiste en la transferencia forzosa del derecho de propiedad privada autorizada únicamente por ley expresa del Congreso a favor del Estado, se da bajo iniciativa del Poder Ejecutivo, Regiones o Gobiernos Locales y previo pago en efectivo de la indemnización justificada que incluya compensación por el eventual perjuicio, tenemos que decir que aun la Expropiación solo hay un beneficio que va ser el Estado toda expropiación tiene que ser justificada, para esto debe señalarse la razón de necesidad pública o seguridad nacional, así como también el uso de destino que se dará al bien o bienes a expropiarse. La expropiación también puede ser declarada improcedente y esto a va suceder cuando se funden en causales distintas a las previstas en la presente ley y también cuando tiene por objeto el incremento de renta pública o cuando responde a la necesidad de ejercitar derechos reales temporales sobre el bien.

La ejecución de la expropiación que es autorizada por el Congreso se efectúa mediante la norma legal correspondiente, este debe ser publicada en un plazo no mayor a 60 días contados a partir de la vigencia de la Ley Autoritativa de la expropiación. La norma legal que utiliza el Poder Legislativo es una “Resolución Suprema” con el voto aprobatorio del consejo de Ministros.

La expropiación puede excepcionalmente, y en razón de una gran obra de infraestructura de servicios públicos ser utilizada pero bajo el siguiente procedimiento.

a) La ley de Expropiación va a autorizar el sujeto activo para que mediante resoluciones, realice la ejecución de la expropiación del bien, y en 2 años ya se han iniciado todos los procesos de expropiación necesarios.

b) Para determinar el bien, el sujeto activo tiene 30 desde la promulgación días para emitir una resolución provisional señalado la identificación precisa del bien a expropiar.

c) El sujeto activo debe indemnizar al sujeto pasivo de la expropiación con un monto adicional al justiprecio la tasa de interés la tasa activa en moneda nacional.

d) Si el plazo a que se refiere el inciso a) el sujeto activo no dicta las resoluciones correspondientes a alguno de las inmuebles comprendidos en el área señalada en la resolución provisional a propietarios puede exigir, adicionalmente ala establecido en el inciso c) el pago de un monto equivalente al 10% del valor comercial del inmueble.

La Resolución Suprema de la Expropiación:

La ejecución de la expropiación autorizada por el Congreso de la República se efectuará mediante la norma legal correspondiente, esta norma es la Resolución Suprema.

Dentro de las resoluciones se debe precisar:

·
El sujeto activo de la expropiación.

Estando la expropiación sustentada en la necesidad pública o la seguridad nacional, resulta evidente que el Estado es el sujeto expropiante o la dependencia administrativa que tendrá a su cargo la tramitación del proceso de expropiación.

·
El sujeto pasivo de la expropiación

 Quien es el propietario contar quien se dirige la expropiación. Tiene que contener el nombre del propietario de los bienes a expropiar y las posibles duplicidades de inscripción que puedan existir y si existe también alguna carga o gravamen sobre el bien a expropiar.

·
La identificación del bien a expropiar, que es necesariamente inmueble.

·
El valor de la tasación comercial actualizado, que es el avalúo del bien.

 Cuando en el informe registral correspondiente no existan duplicidades registrales o proceso judicial en que se discuta la propiedad del inmueble, es decir no exista la figura de la “doble compra-venta” sobre un inmueble, se procedería al Trato Directo.

Trato Directo- Traslación de la Propiedad

En los 5 días útiles después de la publicación de la Resolución Suprema, el sujeto activo de la expropiación formulará al sujeto pasivo mediante carta notarial una oferta igual al monto del valor comercial actualizado del inmueble a expropiarse más un porcentaje equivalente al 5% de dicho valor por concepto de indemnización justipreciada.

Para fijar el valor venal se tiene en cuenta las opiniones de los peritos, los precios establecidos que resultan por compraventa de inmuebles de la misma zona, las mejoras existentes, etc.

La indemnización justipreciada se determina por:

•
Por la tasación estatal que se acompaña a la Resolución Suprema ejecutora de la expropiación, si el expropiado se allana con ella. 

•
Por la pericia dirimente ordenada por el Juez, si las tasaciones del Estado y del propietario fueren discrepantes. 

•
Por la que se señale al finalizar el juicio de contradicción a que tiene derecho el expropiado

La indemnización justipreciada comprende el valor objetivo del bien  expropiado (RTP) y la reparación de los perjuicios sufridos con la perdida de la propiedad. 

Luego continuando con el trato directo, en un plazo de 15 días útiles luego de recibida la oferta, el sujeto pasivo podrá presentar al sujeto activo una aceptación a la oferta sin plazo ni condición y vía carta notarial. Y con el pago del monto aceptado por el sujeto pasivo culmina el proceso de expropiación.

El sujeto activo de la expropiación tiene 45 días útiles después de recibida la carta notarial que contiene la aceptación de la oferta para cancelar el íntegro de la oferta.

Si se acredita que el bien está sujeto a algún gravamen, embargo u otras medidas judiciales o extrajudiciales, se fijará un nuevo monto para asegurar el pago de dichas carga con conocimiento del interesado de estas.

Si el sujeto activo incumple el pago de la oferta procederá únicamente la vía judicial o arbitral, a la cual el sujeto pasivo puede recurrir.

Si el sujeto pasivo incumple con la suscripción de la escritura pública correspondiente esta será otorgada por el poder judicial, consignándose el pago. 

¿Qué pasa si el sujeto pasivo opta por no aceptar el trato directo?

Él deberá presentar al sujeto activo una justificación debidamente documentada de la compensación de los perjuicios que hubiere (Art. 70 C) y esto será en plazo de 20 días contados desde la publicación de la Resolución Suprema que ordenará la ejecución de la expropiación.

El sujeto activo de la expropiación podrá oponerse a cuestionar el monto de la compensación dentro del proceso expropiatorio. El sujeto pasivo también podrá oponerse a la tasación comercial actualizada presentada por el sujeto pasivo durante dicho proceso y esto se verá más específicamente cuando hablemos de la indemnización justipreciada.

Dentro de este plazo de 20 días, el sujeto pasivo podrá comunicar al sujeto activo su decisión de acudir a la vía arbitral, si no lo hace el sujeto activo puede tomar la  iniciativa de acudir a la vía judicial.

Si dentro de 15 días que el sujeto pasivo tiene para aceptar la oferta, éste no la acepta, ni presenta  la justificación de la compensación debidamente documentada el sujeto activo únicamente consignará el valor comercial actualizado, sin perjuicio del derecho del sujeto pasivo a solicitar dicha compensación en la etapa procesal judicial o arbitral correspondiente.

Todo esto quiere decir que para los casos en que la expropiación no culmine por trato directo, queda abierta la vía arbitral o la vía judicial correspondiente.

Individualización e Identificación de los sujetos de la expropiación

La identificación e individualización de los sujetos de la expropiación es importante y obligatoria. Se considera como sujeto activo de la expropiación a la dependencia administrativa que tendrá a su cargo la tramitación del proceso de expropiación.

El beneficiario de la expropiación podrá ser el mismo sujeto activo o persona distinta, siempre y cuando sea una dependencia del Estado. Es por eso que la expropiación a favor de una persona natural o jurídica de derecho privado es nula. Dicha nulidad se declara sin prejuicio de las acciones civiles y penales que en defensa de su derecho tiene expedito a ejercer el afectado.

Tras lo expuesto en la ley y llevándolo a la práctica, definir e individualizar al sujeto pasivo resulta más complejo pues en la mayoría de los casos vemos figuras que complican su individualización.

Sabemos que se considera sujeto pasivo al propietario contra quien se dirige el proceso de expropiación.

También es sujeto pasivo al poseedor con más de 10 años de antigüedad que tenga título inscrito, o cuya posesión se haya originado en mérito a una resolución administrativa o judicial o que haya sido calificada como tal por autoridades competentes, según las leyes especializadas ( Prescripción Adquisitiva con título).

Cuando el bien está inscrito a nombre de titular único del derecho de propiedad, el Proceso de expropiación se entenderá con éste salvo la existencia de un poseedor  que adquirió por prescripción conforme a lo dicho anteriormente ( Prescripción Adquisitiva sin título).

¿Qué pasa cuando existe duplicidad Registral? 

Es sujeto pasivo aquel que tenga inscrito su dominio con anterioridad o si existe proceso judicial o arbitral que discuta la propiedad del bien a expropiarse, que  conste en el registro respectivo, se retiene el pago del monto de  la indemnización justipreciada que incluye compensación hasta que por proceso arbitral o judicial, debidamente consentido y ejecutoriado, se determine el mejor derecho de propiedad.

¿Qué pasa si el bien a expropiarse no se encuentra inscrito?

El sujeto activo de la expropiación publicará un aviso una vez en un diario de circulación nacional y dos veces en un diario de mayor circulación del lugar donde se encuentre el bien a expropiar con un intervalo de tres días el uno del otro.

Este aviso debe contener:

·
Sujeto activo de la expropiación y domicilio legal.

·
Ubicación exacta del inmueble a expropiar.

·
El plazo que tendrá el afectado a presentarse que será de diez días contados a partir de la última publicación.

¿ Cómo lo prueba el afectado?

El que se considera sujeto pasivo  mediante un documento público o privado de fecha  cierta que pruebe su titularidad.

¿Qué pasa si hay dos o más afectados?

El Proceso se entenderá con aquel que se presente con documento público de fecha más antigua.

 Cuando no se presenten ningún afectado se indemnizan a los poseedores ( 912 C.C)

Si no existe poseedor se presume que el bien es del Estado sin prejuicio del derecho de reivindicación al justiprecio que podrá ejercer el propietario.

Objeto de la Expropiación

La Ley General de Expropiación N° 27117, se ha recogido la teoría restrictiva ya que la expropiación se circunscribe a los bienes inmuebles corporales como incorporales y no rige para la propiedad mueble por ser fácilmente transferible por las vías comerciales comunes y corrientes, pues el artículo 12.1 señala que todos los bienes inmuebles de dominio privado pueden ser objeto de expropiación. También se señala que los bienes de embajadores o misiones diplomáticas y de organismos internacionales no están sujetos a expropiación de conformidad con la  convención de Viena sobre relaciones diplomáticas.

Respecto al subsuelo y sobresuelo se dispone que pueden ser materia de expropiación independientemente del suelo, salvo que por el hecho de la expropiación de aquellos de la propiedad del bien no pueda ser usada o  explotada parcial o totalmente o que el valor comercial de la propiedad se deprecie significativamente. En estos casos es Estado podrá optar entre expropiar todo el predio o pactar derecho de superficie.

El sujeto pasivo de la expropiación podrá solicitar la expropiación total cuando la fracción del bien no es afectada por el acto expropiatorio, sufre una real desvalorización o resulte inútil para los fines a los que estaba destinado con anterioridad a la expropiación parcial.

La Indemnización Justipreciada

La indemnización justipreciada comprende el valor de la tasación comercial debidamente actualizado del bien que se expropia y la compensación que el sujeto activo de la expropiación debe abonar en caso de acreditarse fehacientemente  daños y perjuicios para el sujeto pasivo originados inmediata, directa y exclusivamente por la naturaleza forzosa  de la transferencia.

La indemnización justipreciada  se determina:

a.
Por la tasación estatal que se acompaña a la Resolución Suprema ejecutora de la expropiación, si el expropiado se allana con ella.

b.
Por la pericia dirimente ordenada por el Juez, si las tasaciones del Estado y del propietario fueren discrepantes.

c.
Por la que se señale al finalizar el juicio de contradicción a que tiene derecho el expropiado.

La indemnización justipreciada comprende el valor objetivo del bien expropiado y la reparación de los perjuicios sufridos con la pérdida de la propiedad. El valor objetivo es determinado según el Reglamento de Tasaciones del Perú, y los perjuicios deben ser probados por el propietario expropiado dentro del procedimiento de contradicción, autorizado por el artículo 60 de las Leyes General de Expropiación. Sólo el expropiado podrá contradecir el monto de la indemnización fijado en la sentencia. 

La Ley 9125 establecía el derecho que también tenía el Estado para contradecir el monto de la expropiación, si es que hubiese  pagado de más. En el decreto Legislativo 313 no existe este derecho para el Estado omisión que nos parece injusta sobre todo admitiéndose la expropiación directa por el Ejecutivo y a favor de personas particulares. No sería extraño que utilizándose este procedimiento, en lugar de causar perjuicio al privarse de la propiedad se causase beneficio y ese beneficio lo obtuviese el propietario por medio de una indemnización excesiva, frente a la cual el Estado no tendría acción de ninguna naturaleza. 

La indemnización justipreciada debe ser previamente pagada y en dinero. Lo dispone la Constitución en su artículo 70.

Además,  la indemnización tiene otros caracteres: no puede ser inferior al valor objetivo señalado en la tasación estatal, pero puede ser superior, sin que exista norma alguna que lo prohíba. Los daños y perjuicios que comprenderá también la indemnización serán los que el expropiado haya probado.

Existen daños morales causados por la privación de la propiedad que son susceptibles de probanza. Esos daños no serán pagados. Si la indemnización justipreciada debe entenderse siempre como el pago del valor del bien expropiado y de los perjuicios materiales o morales que se causen con la privación de la propiedad, deben ser pagados de todos modos. 

El estado no puede esperar a la prueba del expropiado para pagar. No por no poder probarlo, el daño no se ha producido. La indemnización justipreciada debe ser pagada previamente y en dinero. Nuestra Constitución en su artículo 70 establece que el pago debe ser previo y en dinero. 

El artículo 21 de la Ley General de Expropiación establece que el pago de la indemnización justipreciada se hará “necesariamente en dinero y en moneda nacional”. El principio es pues, el pago previo y en dinero. Es decir que antes de tomar la propiedad del expropiado debe habérsele  pagado en dinero el monto de la indemnización justipreciada.

El artículo 22 de la Ley General de Expropiación,  establece que en estos casos la ley especial de expropiación o la Resolución Suprema que disponga la expropiación, podrá establecer que el pago se haga en dinero, en armadas o en bonos, debiendo en cualquier caso pagarse no menos del 30% en dinero, el otro 70% se pagará en pagarés representativos de las armadas o en bonos nominativos, redimibles hasta en cinco anualidades iguales.

Finalmente la Ley General de Expropiación, establece que deberá pagarse por lo menos un 30% en dinero y el saldo en pagarés o bonos. 

Nulidad de las Expropiaciones

El sujeto pasivo de la expropiación puede demandar judicialmente la nulidad de la expropiación, cuando ésta no haya sido dispuesta en los siguientes casos:

·
El único beneficiario de la expropiación es el Estado.

·
La razón de seguridad pública o seguridad nacional que justifica la expropiación.

·
El uso o destino que se dará al bien o bienes a expropiarse.

  * Es discutible la declaración de seguridad pública o seguridad nacional dispuesta por el Congreso de la República mediante ley expresa, cuando no se ciña a lo dispuesto por esta ley.

  * No procede plantear la nulidad cuando hay allanamiento expreso a tácito a la demanda de expropiación.

La Posesión Provisoria

El juez de la causa, de manera excepcional y solamente en los casos en sean estrictamente necesarios para prevenir y corregir los efectos de fenómenos o catástrofes naturales, por razones de seguridad o en casos de proyectos de gran envergadura a que refiere dicha ley, puede otorgar la posesión provisoria del bien a expropiarse a favor del beneficiario, siempre haya cumplido los siguientes requisitos:

·
El sujeto activo lo solicite expresamente.

·
Acredite la petición adjuntando el certificado de consignación en dinero del monto resultante de indemnización justipreciada. De no ser posible determinar en esta etapa el monto de la compensación, bastará la  consignación del monto a que se refiere el literal d) del artículo de esta ley.

·
Que la posesión provisoria sea estrictamente necesaria para los fines de la ejecución de la obra.

·
Se haya notificado perentoriamente a los ocupantes o posesionarlos del bien a expropiarse, para la desocupación inmediata y conforme a los términos que establece el procedimiento expropiatorio.

El artículo 530 del Código Procesal Civil establece que la solicitud de posesión provisoria del bien en los casos excepcionales, puede formularse en cualquier estado del proceso después de la audiencia de conciliación, y se tramita como medida cautelar.

La solicitud de posesión provisoria expresará los fundamentos de hecho y de derecho que la justifican, acompañada del certificado de consignación por el importe que resulte de justiprecio, en caso que el demandante se hubiera opuesto a la compensación propuesta por el demandado debidamente actualizada con intereses legales hasta la fecha de la solicitud.

El 25% del monto consignado servirá como contra cautela por los eventuales perjuicios que pueda generar la posesión provisoria. La resolución que se pronuncia sobre el pedido cautelar es apelable sin efecto suspensivo, salvo que en el proceso se esté discutiendo la causal de la expropiación.

Procedimiento Arbitral  

La Ley General de Expropiaciones, en actual vigencia, trajo como novedad un procedimiento arbitral potestativo para el caso en que fracase el trato directo entre el sujeto activo y el sujeto pasivo.

Este procedimiento de arbitraje potestativo a iniciativa del sujeto pasivo, dispone que dentro el plazo de 20 días, el sujeto pasivo puede cursar una comunicación al sujeto activo, indicándole su decisión de acudir a un arbitraje, con el objeto de resolver las siguientes pretensiones relativas a la expropiación:

a)
Revisión del valor objetivo del bien expropiado

b)
Determinación de la reparación por los daños y perjuicios que se generen para el sujeto pasivo.

c)
La solicitud de expropiación total del bien, en los casos que el sujeto activo pretenda una expropiación parcial.

Por otro lado, la decisión del sujeto pasivo debe contener en forma expresa y clara lo

 siguiente:  

a)
La pretensión o pretensiones que desea sean sometidas a arbitraje. Se entenderá que sujeto pasivo renuncia a las pretensiones que no plantee en forma expresa en dicha carta, con la imposibilidad de intentar plantear dichas pretensiones en otro proceso arbitral o judicial.

b)
El nombre del árbitro propuesto por el sujeto pasivo.

      En caso que no se cumplan los requisitos establecidos o si la comunicación del sujeto pasivo se formula de manera extemporánea se entenderá que dicho sujeto no ha optado por ir al arbitraje.

     El sujeto activo nombrará su árbitro y lo pondrá en conocimiento del sujeto pasivo dentro del plazo de 8 días contados a partir de la recepción de la comunicación de éste. Una vez conocido el nombramiento de los dos árbitros, éstos procederán al nombramiento de tercero, quien presidirá el Tribunal Arbitral.

Una vez conocido el nombramiento de los dos árbitros, estos procederán al nombramiento del tercero, quien presidirá el tribunal arbitral.

Si el sujeto activo no nombrara su árbitro dentro del plazo establecido en el Art. 27 de la presente ley, se procederá de acuerdo a lo dispuesto en el Art. 23 de la ley N° 26572, Ley general de arbitraje, con las sgtes particularidades:

a)
es competente el juez del lugar del bien expropiado o del domicilio del sujeto pasivo, a elección de este.

b)
el sujeto pasivo acompañara la comunicación dirigida por el sujeto activo y la suya, en la cual manifiesta su voluntad de acudir a arbitraje e indica el nombre de su árbitro.

c)
El juez únicamente rechazara la solicitud de designación de árbitros cuando la decisión de acudir a arbitraje no hubiere cumplido con los requisitos establecidos en el articulo 26° de la presente ley o no se haya realizado dentro del plazo al que se refiere el Art. 25°

d)
Contra lo resuelto por el juez no procede medio impugnatorio alguno. Esta improcedencia se extiende a la resolución que pone fin al proceso arbitral.

Los honorarios de los árbitros se determinaran de acuerdo a una tabla que se establecerá por resolución ministerial. Dicha tabla considerara que los honorarios se calculen en base a la aplicación de un porcentaje sobre el monto de lo discutido, el cual se define como la diferencia entre las pretensiones de las partes.

Los honorarios de los árbitros serán pagados de la siguiente forma:

a)
El 50 % (cincuenta por ciento) de los honorarios será pagado en partes iguales por cada uno de los sujetos que participan en el proceso arbitral antes del inicio de éste.

b)
El 50% (cincuenta por ciento) restante  será pagado en partes iguales por cada uno de los sujetos que han participado en el proceso arbitral, 10 (diez) días antes de que se dicte el laudo. Para tal efecto, el tribunal arbitral comunicará oportunamente la fecha en que la que lo expedirá.

c)
En caso en que una de las partes incumplan con el pago, del porcentaje que le corresponde, la otra podrá proceder al pago de éste. En este caso, el laudo arbitral establecerá como sanción para quien incumpla el pago oportuno de su parte, asumir el pago de la integridad de los honorarios.

d)
Si ninguna de las partes  cumpliera con el pago respectivo, los árbitros pueden decidir la conclusión del proceso arbitral. N este caso, el sujeto pasivo perderá su derecho a acudir al arbitraje, pudiendo en consecuencia, el sujeto activo iniciar de manera directa el proceso judicial.

El tribunal arbitral requerirá al sujeto activo  para que bajo apercibimiento  de caducidad de la expropiación, dentro de los cuarenta días siguientes consigne en el Banco de la Nación a disposición del tribunal, la indemnización justipreciada fijada en el laudo, debidamente actualizada, así como un importe por los eventuales gastos de la formalización de la  transferencia. En caso de acreditarse que el bien a adquirirse esté afecto a gravámenes, embargos u otras medidas judiciales o extrajudiciales, se consignará el monto necesario para asegurar el pago de dichas cargas con conocimiento del interesado.

Durante cualquier etapa de la tramitación del proceso arbitral, el sujeto activo podrá solicitar la medida cautelar de posesión provisoria a la que  hace referencia el artículo 530° del código procesal civil.

El sujeto activo y el pasivo podrá acordar someterse al arbitraje de un centro de arbitraje, en cuyo caso el procedimiento aplicable será el que rija a dicho centro.

Disposiciones Complementarias

1.
De las costas procésales  y  demás gastos

El sujeto activo de la expropiación asume:

a)
los  que gastos que origine el procedimiento expropiatorio

b)
La costa procésales, gastos notariales y registrales, y los honorarios de los peritos, a excepción de los de parte.

c)
los honorarios de los  peritos dirimentes son los que determinan las disposiciones pertinentes del arancel de derechos judiciales    

2.
De la  expropiación en tramite 

Los procedimientos  expropiatorios en tramite se adecuaran en la presente ley en lo que se refiere a la forma de determinarse el monto de la indemnización justipreciada con excepción de los iniciados por efecto de la reforma agraria  y para el saneamiento físico legal de la propiedad

Por única vez el Poder Ejecutivo en un plazo de 270 días hábiles contados a partir de la vigencia de la ley, ratificara mediante decreto supremo las reservas vigentes al 21 de enero de 1999, establecidos pro norma del mismo rango o por ley.

Disposiciones Finales

1.
De la extinción de derechos

La adquisición de la propiedad realizada dentro del marco de la presente ley extingue todos aquellos derechos reales y personales que resulten incompatibles con los fines de la expropiación, sin perjuicio de la correspondiente aplicación del   importe de la indemnización justipreciada

2.
De los terceros 

El pago efectuado de los alcances de la presente ley surtirá plenos efectos respectos del sujeto activo, sin perjuicio del derecho que tenga terceros afectados para accionar contra quien hubiera recibido el pago indebidamente 

3.
De la inafectación de tributos 

Las enajenaciones por causas de expropiación quedan excluidas del ámbito de aplicación de todos los tributos que graven transferencias 

4.
De las responsabilidades

Las autoridades, funcionarios  y demás personas al servicio del sujeto activo, independientemente de su régimen laboral o contractual, al incurrirán en responsabilidad  por el incumplimiento de las disposiciones y  plazos establecidos en la presente ley

5.
De la norma complementaria 

En un plazo no mayor de 30 días contados a partir de la vigencia de la presente ley, el poder ejecutivo, mediante resolución ministerial, aprobara la tabla a que se refiere el Art. 30 de la presente ley. durante dicho plazo regirá la tabla de honorarios a probada por le código de abogados de lima

6.
De las concesiones 

El estado otorga en concesiones los bienes expropiados para la realización de infraestructura de servicios públicos. Asimismo, podrá ser representante en el trato directo, por el concesionario, pudiendo este incluso, realizar el justiprecio.
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